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Declaraciones Generales

Los Estados Unidos Mexicanos, integrante de la Organización de Estados Americanos (OEA) y del Grupo de los Tres (G-3), posee un sistema de gobierno republicano, representativo, democrático, federal, compuesto de estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos en una federación. El país consta de una Constitución que les proporciona a los ciudadanos por igual todos los derechos sin discriminación alguna. 

Los Estados Unidos Mexicanos busca la prosperidad de la nación así como la del mundo entero, basándose en los principios de no intervención, autodeterminación e igualdad jurídica. Por tal razón refrendará su compromiso con el multilateralismo y el respeto del derecho internacional para encontrar soluciones viables que garanticen la paz. 
Los Estados Unidos Mexicanos al suscribir la Convención para la Supresión del Tráfico Ilícito de Estupefacientes Nocivos y Protocolo de Firma, desde 1955 hasta hoy, se reserva el derecho de imponer, dentro de su territorio, como ya lo ha hecho, medidas más estrictas para la restricción del cultivo, la elaboración, extracción, posesión, consumo, tráfico, importación y exportación de las drogas a las que se refiere la misma Convención. Asimismo, por ser parte de la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, desde 1990, aún vigente, combate la producción, demanda y tráfico ilícito de tales productos ya que representan una grave amenaza para la salud y la soberanía de los Estados.

México está consciente que actualmente en el mundo ha ocurrido un incremento del tráfico de drogas y el uso de las mismas, cuyo flagelo está asociado con el lavado de dinero, la propagación del VIH/Sida, el aumento de la violencia y las confrontaciones que sacrifican la vida de numerosas personas diariamente. A pesar de tal situación, los Estados Unidos Mexicanos tiene la disposición de hacer todos los esfuerzos posibles para combatir el problema de las drogas ilícitas y del crimen organizado sobre la faz de la tierra. En este sentido, promueve y participa en el Mecanismo de Evaluación Multilateral de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD).
Declaraciones Particulares

Actualmente los Estados Unidos Mexicanos afronta un problema fronterizo en el cual el tráfico y la venta de drogas posee un alto índice. Cabe destacar que el gobierno está buscando por todos los medios una solución pacífica a este problema, apoyándose en los tratados multilaterales y bilaterales firmados con diferentes países del mundo. La  Política de México está dirigida a la construcción de consensos hemisféricos en el combate al narcotráfico, y ser mediador ante cualquier conflicto que surja entre naciones, sustentado en el principio de responsabilidad compartida, respeto a la soberanía y apoyo al sistema interamericano armónico y solidario que norman las relaciones entre los Estados. 
El gobierno de México en estos momentos está aplicando todas sus fuerzas en combatir por medios sanos el crimen organizado y considera que es de suma importancia que sea resuelto a la brevedad posible. Los Estados Unidos Mexicanos señala su total rechazo al uso de drogas no medicadas y el tráfico de ellas, a la vez que considera necesario el urgente fortalecimiento de la seguridad internacional.

A tales fines, emprenderá un plan de acción para frenar la violencia en el país el cual involucrará a las autoridades federales y estadales que deberán unir fuerzas y acciones de manera extraordinaria.  La estrategia contra el crimen estará dirigido a combatir el armamentismo, la venta de drogas al por menor, la drogadicción, el blanqueo de dinero, reforzar la seguridad en los penales,  así como la creación de una fiscalía mixta para investigar y esclarecer los homicidios.

El respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales así como el apego al derecho internacional para la solución pacífica de las controversias será la postura de los Estados Unidos Mexicanos en la resolución de los aspectos a tratar en las sesiones. 
